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I. LA FALLA MANIFIESTA EN LA CONDUCCIÓN DE LAS RELA CIONES 

EXTERIORES POR PARTE DEL JEFE DE ESTADO, Y LA SOLIC ITUD AL 
TRIBUNAL SUPREMO DE LA EMISIÓN DE UN “DICTÁMEN” SOB RE LA 
“ LEY DEL 2014 PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS Y LA 
SOCIEDAD CIVIL DE VENEZUELA” DE LOS ESTADOS UNIDOS. 
Tal como lo dispone el artículo 236 de la Constitución, si hay alguna función del 

Estado cuyo ejercicio corresponde exclusivamente al Presidente de la República en su 
carácter de Jefe de Estado (art. 226), además de “dirigir la acción del Gobierno” (ord. 2), es 
la de “dirigir las relaciones exteriores de la República” (ord. 4). 

Por ello, con ocasión de la sanción por el Senado de los Estados Unidos de América el 
8 de diciembre de 2014, de la “Ley del 2014 para la Defensa de los Derechos Humanos y la 
Sociedad Civil de Venezuela,” (Venezuela Defense of Human Rights and Civil Society Act 
of 2014),1 cualquier observación, reacción o protesta del Estado venezolano en relación con 
la misma, correspondía se expresada y manifestada por el Presidente de la República como 
Jefe de Estado, correspondiendo además al Ministro de Relaciones Exteriores, como órgano 
inmediato del Presidente como Jefe del Ejecutivo Nacional (arts. 226 y 242), la preparación 
de cualquier comunicado oficial en relación con dicha Ley. 

Dicha Ley, como lo resumió el Viceprocurador de la República en escrito de 11 de 
febrero de 2015, que se comenta más adelante, está “dirigida a imponer sanciones a 
cualquier funcionario actual o anterior, o cualquier persona que actúe en representación del 
gobierno venezolano, que haya perpetrado o sea responsable por ordenar o dirigir actos de 
violencia o de abusos de los derechos humanos en Venezuela, contra las personas que 
participaron en las protestas antigubernamentales que iniciaron el 4 de febrero de 2014 y de 
futuros actos de violencia similares.” 

Correspondía por tanto al Poder Ejecutivo de la República, si era el caso, protestar ante 
el gobierno de los Estados Unidos sobre dichas sanciones. Sin embargo, sobre el ejercicio 
de dicha función, lo que se conoce es la expresión pública de quien ejerce la jefatura del 
Estado, Sr. Nicolás Maduro, manifestada el día siguiente de la sanción de dicha Ley en los 
Estados Unidos, el 9 de diciembre de 2014, indicando que  “Los insolentes senadores 

                                                 
1  Véase el texto de la Ley en: https://www.govtrack.us/congress/bills/113/s2142/text . Véase la 

información sobre su sanción en: http://cnnespanol.cnn.com/2014/12/09/senado-de-ee-uu-aprueba-
proyecto-que-contempla-sanciones-contra-miembros-del-gobierno-de-venezuela/    
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norteamericanos aprobaron una ley y que para sancionar a Venezuela,: y preguntándose: 
“¿quién es el senado de EEUU para sancionar a la patria de Bolívar?”, para en definitiva 
limitarse a pedir respeto a EEUU, indicando que “No aceptamos sanciones, es la patria de 
Bolívar que ustedes tienen que aprender a respetar”.2 

Días después de esas manifestaciones, según reportó el 19 de diciembre de 2014 el 
diario La Izquierda Diario:  

“apenas se diera a conocer el dictamen del mandatario estadounidense, Nicolás 
Maduro afirmó que Obama, ha dado "un paso en falso" en contra de Venezuela: 
"Repudio las insolentes medidas tomadas por la Elite Imperial de los Estados 
Unidos contra Venezuela”. Antes de la decisión de Washington de normalizar sus 
relaciones con Cuba, Maduro encabezó el lunes 15 una concentración en la que 
invitó a Estados Unidos a "meterse su visa, donde tiene que meterse la visa."3 

En las semanas siguientes no se conoció de ninguna “Nota diplomática” de protesta ni 
de alguna otra respuesta oficial y razonada del Estado venezolana presentada ante el 
gobierno de los Estados Unidos de América, y lo único que se conoce fue el discurso del 
Sr. Maduro ante el Tribunal Supremo de Justicia, con ocasión de la apertura del año judicial 
de 2015, pronunciado el día 2 de febrero de 2015, en el cual según reseña de Infocifras: 

“solicitó al Tribunal Supremo de Justicia la elaboración de un dictamen contra 
las sanciones impuestas por el gobierno de Estado Unidos sobre algunos 
funcionarios del gobierno nacional. 

“Creo necesario un dictamen en relación a las pretendidas sanciones ante el 
Congreso de EE UU”, dijo Maduro. 

Durante el discurso de apertura del año judicial 2015, el jefe de Estado señaló 
que la sanción del Senado estadounidense pasa “por encima del Poder Judicial y de 
nuestra Constitución (…) me pregunto si el congreso de EE UU tiene jurisdicción 
sobre Venezuela para dictar leyes” se cuestionó Maduro. 

Instó a los magistrados a utilizar sus “facultades autónomas”, como poder de la 
República, para emitir opiniones y sentencias sobre el marco de las leyes 
internacionales, al tiempo que hizo un llamado a promover la discusión en las bases 
de la organización popular.”4 

Luego, el 4 de febrero de 2015, el mismo Presidente de la República anunció lo que sin 
duda ya sabía, en un discurso en la Universidad Militar de Venezuela, indicando que: “la 
titular del Tribunal Supremo de Justicia, Gladys Gutiérrez, le dijo que acogía su idea de 
rechazar las sanciones de Estados Unidos a funcionarios del gobierno y enviar magistrados 
a países de América Latina para denunciar la injerencia,” anunciando que “Muy pronto el 

                                                 
2  Véase en: http://versionfinal.com.ve/principales/maduro-encabeza-ascenso-de-oficiales-tecnicos-de-la-

fuerza-armada/  
3  Véase en: http://www.laizquierdadiario.com/Estados-Unidos-aprueba-sanciones-al-gobierno-de-Maduro  
4  Véase en Infocifras, 2 de febrero de 2015, en: 

https://cifrasonlinecomve.wordpress.com/2015/02/02/maduro-exige-dictamen-del-tsj-contra-sanciones-
de-ee-uu/  
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alto tribunal dictará una sentencia histórica sobre la pretendida ley de sanciones del 
Congreso de Estados Unidos, repudiándola, rechazándola.” 5 

Es decir, ni más ni menos, el Jefe de Estado, en lugar de ejercer sus funciones 
constitucionales, lo que hizo simplemente fue quizás solicitarle al Tribunal Supremo de 
Justicia, como si se tratara de una dependencia jerárquica más del Poder Ejecutivo, la 
elaboración de un “dictamen” sobre la Ley aprobada por el Senado de los Estados Unidos, 
como si dicho Supremo Tribunal fuese la “consultoría jurídica” del Poder Ejecutivo, o 
aceptar que el Tribunal Supremo jugara ese rol, confirmando con ello la unicidad y 
concentración total del Poder en el Estado Totalitario que existe en el país,6  

En virtud de dicha solicitud-orden dada por quien ejerce la Jefatura del Estado al 
Tribunal Supremo, para que emitiera el “dictamen” indicado, la implementación de la 
misma se concretó con la solicitud formulada la semana siguiente, el día 11 de febrero de 
2015, ante la Sala Constitucional del mismo, por el “Viceprocurador General de la 
Republica,” bajo la forma de una “demanda de interpretación de los artículos 1, 5 y 322 de 
la Constitución.” La Procuraduría General de la República, en efecto, es el órgano del 
Poder Ejecutivo encargado de “asesorar, defender y representar, tanto judicial como 
extrajudicialmente, los bienes, derechos e intereses patrimoniales de la República” (art 
247); competencia que al decir de la Procuraduría, para fundamentar su legitimación para 
interponer demandar, “no se limita a la defensa de un patrimonio susceptible de estimación 
económica de la República, sino que el mismo debe ser entendido en su amplia acepción, 
es decir, en su latu sensu tal como lo expresa el artículo 1 de la Constitución, el cual es 
objeto del presente recurso de interpretación.” 

Y así fue entonces cómo la Sala Constitucional del Tribunal Supremo procedió a 
cumplir la orden que le había dado el Jefe de Estado, abocándose a la elaboración del 
“dictamen” jurídico que le había sido solicitado-ordenado, encubriéndolo sin embargo, bajo 
la forma de una “sentencia” que es la No. 100 de fecha 20 de febrero de 2015,7 de supuesta 
interpretación de los artículos 1, 5 y 322 de la Constitución, que establecen es lo siguiente: 

Artículo 1. La República Bolivariana de Venezuela es irrevocablemente libre e 
independiente y fundamenta su patrimonio moral y sus valores de libertad, igualdad, 
justicia y paz internacional en la doctrina de Simón Bolívar, el Libertador. 

Son derechos irrenunciables de la Nación la independencia, la libertad, la 
soberanía, la inmunidad, la integridad territorial y la autodeterminación nacional. 

Artículo 5. La soberanía reside intransferiblemente en el pueblo, quien la ejerce 
directamente en la forma prevista en esta Constitución y en la ley, e indirectamente, 
mediante el sufragio, por los órganos que ejercen el Poder Público. 

Los órganos del Estado emanan de la soberanía popular y a ella están sometidos. 

Artículo 322. La seguridad de la Nación es competencia esencial y 
responsabilidad del Estado, fundamentada en el desarrollo integral de ésta y su 

                                                 
5  Véase “ Maduro anuncia que TSJ emitirá sentencia contra sanciones de Estados Unidos,” en  El 

Nacional, 5 de febrero de 2015, en: http://www.el-nacional.com/politica/Maduro-TSJ-sentencia-
sanciones-Unidos_0_568743296.html 

6   Véase Allan R. Brewer-Carías, Estado Totalitario y Desprecio a la Ley, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 2014. 

7   Véase en:  http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/febrero/174494-100-20215-2015-15-0142.HTML  



4 
 

defensa es responsabilidad de los venezolanos y venezolanas; también de las 
personas naturales y jurídicas, tanto de derecho público como de derecho privado, 
que se encuentren en el espacio geográfico nacional. 

Por supuesto, de todo lo anterior, primero, basta leer dichas tres normas para 
evidenciar, como el propio Viceprocurador General de la República lo expresó en su 
demanda, que “los artículos objeto de interpretación, establecen claramente que, la 
República Bolivariana de Venezuela, es libre e independiente, siendo que dicha 
independencia está fundamentada en la defensa de su patrimonio moral y sus valores de 
libertad, igualdad y paz internacional, cuyos derechos son irrenunciables, que no permiten 
injerencias externas, en atención al derecho de libre determinación de los pueblos o 
derecho de autoderminación, principio fundamental del Derecho Internacional Público 
que tiene carácter inalienable, lo que sin duda constituye una reafirmación de la 
independencia como elemento esencial de la existencia del Estado, como soberano y libre 
de toda dominación o protección de potencia extranjera;” y segundo, basta leer la 
sentencia para percatarse que la misma en nada está destinado a “interpretar” las tres 
normas citadas. Su objeto y contenido es otro, ni más ni menos, que expresar lo que debió 
haber hecho el Ejecutivo Nacional, por lo que independientemente de las razones o no para 
rechazar la mencionada ley extranjera, la sentencia está viciada de usurpación de funciones, 
y es nula de nulidad absoluta e ineficaz (art. 138 de la Constitución).  

Por lo demás, de la misma petición formulada por el Viceprocurador, se evidencia que 
nada alegó sobre supuesta “ambigüedad o carencia” de dichas normas constitucionales, que 
hubiera podido generar dudas en cuanto a su contenido y alcance, para que ameritasen una 
interpretación constitucional por parte del Tribunal Supremo.  

Por ello, precisamente, la sentencia de la Sala Constitucional No. 100 de 20 de febrero 
de 2015, nada “interpretó” en relación con dichas normas, habiéndose limitado en realidad 
a expresar el “dictamen” jurídico cuya redacción correspondía al Poder Ejecutivo, y que 
éste le había solicitado. 

II. LA VÍA ESCOGIDA PARA LA EMISIÓN DEL DICTÁMEN “E JECUTIVO” 
SOLICITADO POR EL PODER EJECUTIVO A LA SALA 
CONSTITUCIONAL: UNA FALSA “DEMANDA” DE INTERPRETACI ÓN 
CONSTITUCIONAL, PERO SIN ARGUMENTO INTERPRETATIVO 
ALGUNO  
La vía para obtener del tribunal Supremo de Justicia el dictamen solicitado-ordenado, 

fue un supuesto recurso de interpretación constitucional intentado en relación con los 
mencionados artículos 1, 5 y 322 de la Constitución, lo cual era falso, pues como lo expresó 
el propio Viceprocurador en su demanda, las mismas “establecen claramente,” los dos 
primeros, la “declaración de Venezuela como una República libre e independiente, siendo 
el pueblo el que ostenta la soberanía, y el último referente a la Seguridad de la Nación.”8 
Sobre esas normas, por tanto, por su claridad, nada había que interpretar   

Sin embargo, contradictoriamente, el mismo funcionario, por orden del Presidente de la 
República, intentó la demanda de interpretación constitucional de dichas normas, 
argumentando sobre una supuesta “incertidumbre jurídica” que le surgía “acerca del 

                                                 
8  En el texto de esta segunda parte se conservan en cursiva las referencias al escrito de demanda  del 

Viceprocurador, según se reseña en el propio texto de la sentencia No. 100 de la sala Constitucional de 
20 de febrero de 2015. 
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alcance del contenido” de las mismas, como “consecuencia” de la sanción por el Senado 
de los Estados Unidos de América, el 8 de diciembre de 2014, de la “Ley del 2014 para la 
Defensa de los Derechos Humanos y la Sociedad Civil de Venezuela’[‘Venezuela Defense 
of Human Rights and Civil Society Act of 2014; considerando  que con ello existiría una 
“duda razonable relativa al contenido y alcance” de las normas, pues dicha Ley extranjera 
estaba: 

 “dirigida a imponer sanciones a cualquier funcionario actual o anterior, o 
cualquier persona que actúe en representación del gobierno venezolano, que haya 
perpetrado o sea responsable por ordenar o dirigir actos de violencia o de abusos de 
los derechos humanos en Venezuela, contra las personas que participaron en las 
protestas antigubernamentales que iniciaron el 4 de febrero de 2014 y de futuros actos 
de violencia similares, previendo para ello, que el Presidente de ese país impondrá a 
las personas que él determine, las siguientes sanciones: Bloqueo de Activos, […] 
ubicados en los Estados Unidos de América, […];Exclusión del país, rechazo de una 
visa, revocatoria de la inmigración o nacionalidad de conformidad con la Ley que 
regula la materia inmigratoria de ese país, u otra documentación del extranjero”[…]. 
Adicionalmente, dicha Ley prevé que cualquier persona que viole o intente violar 
cualquier autorización, resolución judicial o prohibición, establecida en ese texto 
legal.”(sic)” 

Sobre estas sanciones previstas en una Ley extranjera, que el representante de la 
Procuraduría consideró que “ni siquiera tienen una clara intención de castigo, pues ellas se 
traducen en medidas que ya corresponden al Ejecutivo norteamericano por aplicación 
ordinaria de su ordenamiento jurídico,” el mismo funcionario estimó en cuanto a la Ley, 
que la misma era un “acto del Poder Legislativo de un gobierno extranjero cuyos efectos 
recaen de manera selectiva sobre ciudadanos venezolanos, en razón del ejercicio de 
funciones públicas en nuestro país.” Ello, precisamente, a juicio del Procurador, constituía 
la“situación jurídica concreta y específica” necesaria para poder plantear el recurso de 
interpretación constitucional ante el Tribunal Supremo, de unas normas que establecían 
claramente lo que indicaban, lo que fundamentó aduciendo que: 

“Este acto legislativo, así como las potenciales consecuencias de su aplicación, 
la difusión mediática que se le ha pretendido dar y las declaraciones y opiniones 
del Gobierno Norteamericano al respecto, conforman un ambiente político en la 
comunidad internacional y una visión económica de la República Bolivariana de 
Venezuela que vulnera la realidad y somete a juicio la institucionalidad del Estado 
venezolano.” 

Agregó el Procurador, que si bien su recurso no tenía por objeto “precisar la 
constitucionalidad de la mencionada Ley norteamericana, menos aún a la luz de un 
Derecho foráneo,” consideró que el señalamiento en dicha Ley extranjera de 
“responsabilidad por la comisión de delitos de lesa humanidad por funcionarios 
venezolanos, en territorio venezolano,” a los cuales se impondrían “las sanciones descritas 
en la mencionada Ley,” si bien:  

“no tiene efecto jurídico alguno en la República Bolivariana de Venezuela, ni 
en ningún otro país del mundo, sí repercute en la imagen de dicho funcionario, con 
ocasión del ejercicio de sus funciones y, en consecuencia, afecta negativamente la 
percepción de legitimidad e institucionalidad de ciudadanos venezolanos respecto 
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del Poder Público venezolano, fundamentándolo además en un falso matiz de 
legalidad”. 

El Procurador continuó fundamentando sobre la situación fáctica que originó su 
demanda, indicando que en definitiva,  la mencionada Ley dictada en un país extranjero 
tenía “como objeto señalar a Venezuela ante la comunidad mundial, como una Nación que 
por decisión de su gobierno, o quien detenta el poder, comete tropelías y desmanes que 
conculcan los derechos humanos del pueblo venezolano” donde se ha producido “la 
presunta acumulación de poder en el Poder Ejecutivo, trayendo como consecuencia el 
deterioro de las garantías a los derechos humanos que a juicio de ese instrumento han 
permitido al gobierno nacional intimidar, censurar y enjuiciar a todas aquellas personas 
que lo han criticado”. 

Ello, consideró el Procurador que generaba:  

“una visión distorsionada del Estado venezolano, de su Gobierno, del Poder 
Público constituido legítimamente, tratando de generar como consecuencias, dentro 
del país y en la comunidad internacional: desconfianza; sensación de inestabilidad 
política, económica y social; falta de institucionalidad y Estado de Derecho; 
ausencia de derechos públicos y de los órganos para su garantía y control; etc. En 
resumen, el caldo de cultivo para argumentos como el de ‘Estado forajido’ y la 
inminencia de una intervención internacional”. 

En definitiva, el representante de la Procuraduría consideró que “aun cuando la 
jurisdicción de la Ley norteamericana ciertamente no alcanza nuestro territorio” sin 
embargo, estimó que “tras el bastidor de una presunta actuación institucional del 
Congreso de los Estados Unidos de Norteamérica,” en realidad se escondía, un ataque 
contra la existencia misma del Estado venezolano, sus instituciones y su pueblo;” 
agregando finalmente que a pesar de que las mencionadas normas sancionatorias 
parecieran tener un carácter programático, su contenido representa para el Estado 
venezolano una injerencia en sus asuntos internos, vulnerando su soberanía, dado su 
ensañamiento contra los funcionarios que ejercen altos cargos del Poder Público 
Nacional”. 

Todo lo anterior, a juicio del representante de la Procuraduría, configuraban los: 

“argumentos fácticos que contextualizan la situación en la cual se ha colocado 
al Estado venezolano como consecuencia de actuaciones presuntamente legítimas del 
Poder Legislativo de un gobierno extranjero, habilitando a su vez al Poder Ejecutivo 
a realizar actos en menoscabo de la soberanía, la autodeterminación, la 
independencia y otros valores superiores de la República Bolivariana de Venezuela”. 

De ello entonces dedujo el representante de la Procuraduría General, que “el actual 
escenario genera una profunda duda respecto de la actuación que debe tener el Estado 
venezolano ante una situación como la generada por la Ley” [“Ley de Defensa de los 
Derechos Humanos y la Sociedad Civil de Venezuela por los EE.UU”],  todo lo cual 
evidenciaban unas:  

“circunstancias excepcionales de las que derivan una duda razonable de 
intromisión de un Estado extranjero en los asuntos internos de Venezuela, 
pretendiendo vulnerar su soberanía y los derechos como Nación a la independencia, 
la libertad, y la autodeterminación nacional, poniendo en riesgo la seguridad de la 
Nación” 
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Y precisamente para “despejar” esa duda, fue que la Procuraduría solicitó de la Sala 
Constitucional la “correcta interpretación de la extensión de los preceptos constitucionales 
que desarrollan dichos principios, esenciales a la existencia misma del Estado 
venezolano” pues “aunque la Ley mencionada no modifica aspectos del ordenamiento 
jurídico nacional, sus efectos pueden llegar a vulnerar caracteres esenciales al Estado 
venezolano mismo, como la libertad, la independencia, la igualdad, la justicia y la paz 
internacional;” agregando finalmente como conclusión que; 

“ la mencionada Ley extranjera se inmiscuye en asuntos internos de la República, 
siendo necesaria la guía doctrinaria de esa digna Sala para precisar de forma 
infalible el valor de los preceptos constitucionales a la hora de determinar la 
existencia de las conductas distorsionadas que ya se han explicado, por parte de 
potencias extranjeras, con pretensiones de dirección de los destinos de un país. Ello 
seguramente resguardará la actuación del Poder Público, en su conjunto, frente a las 
particularidades de las situaciones planteadas.” 

Esta conclusión la completó el Procurador, luego de constatar que la Constitución 
“ampara los derechos humanos de los habitantes de la República,” peguntándose entonces 
primero, sobre:  

“cómo puede un instrumento jurídico dictado por una autoridad gubernamental 
extranjera, regular supuestos de hechos que conlleven consecuencias jurídicas 
como sancionar a funcionarios públicos actuales o anteriores, así como a 
representantes del gobierno venezolano o que tengan relación con estos, 
violentando de esta manera la soberanía nacional y el principio de la 
autodeterminación de los pueblos previstos en nuestra Carta Magna”. 

Y segundo sobre  

“si el Senado de los Estados Unidos de Norteamérica tiene jurisdicción para 
dictar leyes que sancionen a nacionales de otros Estados, sobre presuntos delitos 
ocurridos en el territorio de dichos Estados, que presuntamente afectan a los 
nacionales de dichos Estados y que deben ser perseguidos y castigados en éstos, si 
resultare procedente de las debidas averiguaciones”. 

En definitiva, de esto resulta que lo que el Viceprocurador requirió del Tribunal 
Supremo, no fue realmente una interpretación de los artículos 1, 5 y 322 de la Constitución, 
que según él mismo “establecen claramente” lo que disponen, sino que decidiera sobre cuál 
es el sentido y alcance de la competencia que tienen los órganos legislativos y ejecutivos de 
un Estado extranjero, conforme a sus propias leyes, para dictar los actos jurídicos que las 
mismas prevén; todo lo cual fue reconocido por la propia Sala Constitucional al admitir la 
solicitud de interpretación formulada, y declararla de mero derecho, con base en hechos 
que:  

“se vinculan al instrumento llamado como “ley para la defensa de los derechos 
humanos y la sociedad civil en Venezuela 2014” y a otras actuaciones desplegadas 
por los Estados Unidos de América, con incidencia directa en todo el Pueblo 
venezolano, en su Estado y en la Comunidad Internacional.” 
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III. EL VERDADERO SENTIDO DEL SUPUESTO PROCESO JUDI CIAL DE 
“INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL,” QUE EN REALIDAD ER A 
JUZGAR Y CONDENAR, EN EL ÁMBITO DE LAS RELACIONES 
INTERNACIONALES, LA COMPETENCIA DE OTROS ESTADOS PA RA 
DICTAR SUS PROPIAS LEYES  
Precisamente por el sentido de la petición formulada por el Viceprocurador General de 

la república, la propia Sala Constitucional, desde la primera línea de la parte motiva de su 
sentencia, aun cuando identificó el asunto que se le sometió a su consideración, como “la 
interpretación de los artículos 1, 5 y 322 de la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela, con relación a la aprobación del documento denominado “ley para la defensa 
de los derechos humanos y la sociedad civil en Venezuela 2014” y otras acciones 
emprendidas por autoridades de los Estados Unidos de América, con relación al Pueblo y al 
Estado venezolano;” en realidad lo que constató es que no se encontraba:  

“ante una solicitud ordinaria de interpretación constitucional, sino ante una solicitud de 
interpretación por ordenación implícita encauzada a la protección y resguardo de la 
vigencia y efectiva aplicación de la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela.” (?). 

En todo caso, precisamente por ello, la Sala Constitucional en su sentencia identificó el 
objeto del proceso con base en los fundamentos aducidos, no como un proceso de 
interpretación constitucional, sino como una tarea en la cual además de “formular el 
examen y estudio en el plano jurídico a los fines de resolver el requerimiento jurisdiccional 
presentado,” se trataba de: 

“advertir ante la comunidad internacional, respetuosa del derecho, la justicia y 
la paz, la violación de las costumbres y normas del Derecho Internacional, derivadas 
del instrumento llamado “ley para la defensa de los derechos humanos y la 
sociedad civil en Venezuela 2014”, aprobado por los Estados Unidos de América, 
junto a otros actos similares de hostilidad provenientes de autoridades y poderes de 
ese Estado, interviniendo en los asuntos internos del Estado venezolano, empleando 
como justificación supuestas violaciones a los derechos humanos ocurridas en la 
República Bolivariana de Venezuela.” 

Para ello, la Sala Constitucional, de entrada, en la parte motiva de su sentencia-
dictamen, anunció que su fallo, además, perseguía: 

“el deber humano de reivindicar los derechos de todos los pueblos que 
históricamente han sido víctimas de acciones injerencistas e irrespetuosas y, al 
mismo tiempo, alzar la voz de la conciencia jurídica universal para que cese toda 
acción que atente contra el Derecho Internacional, el Derecho de los pueblos y la 
humanidad.” 

Con base en estas premisas y luego de destacar como “punto previo” la paradoja que a 
juicio de la Sala surgía de unas acciones externas (como las derivadas de la ley extranjera) 
que “sustentan a la ligera en la protección del Pueblo venezolano,” pero que a la vez 
“atentan contra la ordenación social, política, económica y jurídica que el mismo se ha dado 
legítimamente, en fin, contra su libre determinación, su soberanía, su independencia y su 
democracia,” la misma pasó a transcribir in extenso los “textos declarativos del Derecho 
Internacional, atinentes a los Derechos Humanos y a los derechos de los pueblos, así como 
a algunos principios ordenadores de las relaciones de la comunidad internacional,” y entre 
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ellos, los Preámbulos de la Declaración Universal de Derechos Humanos, de la Carta de la 
Naciones Unidas, del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, así como diversas normas de 
Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos. De todas esas normas, la Sala 
dedujo, de entrada, del “examen jurídico” que la ocupaba, “las graves violaciones del orden 
que vincula jurídicamente a los Estados Unidos de América con la República Bolivariana 
de Venezuela y, en general, con la comunidad internacional.”  

Luego pasó la Sala, en su sentencia, a analizar “los principios de soberanía, 
independencia e igualdad soberana, como “conceptos interrelacionados,” y sobre su 
significado que tienen en el mundo contemporáneo con abundantes citas doctrinales, 
concluyendo sobre la soberanía, que “ningún país debe imponer a otros, por su sola 
voluntad, sin el consentimiento de éstos, disposiciones jurídicas que vinculen a sus 
nacionales fuera del ámbito territorial del Estado transgresor, y lo contrario vulneraría 
gravemente las normas que reconocen el derecho de soberanía de los Estados;” y sobre la 
independencia e igualdad, “que ningún Estado puede arrogarse o ejercer en solitario 
potestades que a todos los Estados les corresponde y que están asociadas al establecimiento 
de un conjunto de normas que vinculan tanto a las personas naturales como jurídicas que 
sean nacionales de dicho Estado, y a la efectividad de dichas normas dentro de su territorio, 
tanto a nacionales como a extranjeros, salvo las excepciones que el propio Derecho 
internacional reconoce.” 

Seguidamente la Sala pasó a transcribir y analizar otro conjunto de normas 
internacionales, específicamente de la “Declaración sobre la inadmisibilidad de la 
Intervención en los Asuntos Internos de los Estados Protección de su Independencia y 
Soberanía” (Asamblea General de las Naciones Unidas,1965); de la Convención sobre 
Derechos y Deberes de los Estados (Séptima Conferencia Internacional Americana, 
Montevideo 1933); de la Carta de la Organización de los Estados Americanos –OEA- 
(1948); de la Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General de las Naciones Unidas 
contentiva de la Declaración Relativa a los Principios de Derecho Internacional Referentes 
a las Relaciones de Amistad y a la Cooperación entre los Estados de Conformidad con la 
Carta de las Naciones Unidas (1970); de la Declaración sobre los principios de derecho 
internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados, de 
conformidad con la Carta de Naciones Unidas, adjunta a la Resolución 2625 (XXV) del 24 
de octubre de 1970; destacando de todos estos instrumentos que “el Derecho Internacional 
consagra, desde tiempos remotos, los principios de no intervención directa o indirecta, y sea 
cual fuere el  motivo, en los asuntos internos o externos de cualquier otro.” 

Luego de citas doctrinales sobre el mismo tema, la Sala para “la delimitación fáctica 
que motivó la solicitud que aquí se resuelve,” se refirió  al fenómeno “denominado por 
varios sectores de la filosofía como la inversión de los derechos humanos […] en cuyo 
nombre se aniquila a los propios derechos humanos,” refiriéndose en particular a una 
sentencia de la Corte Internacional de Justicia, “en el caso relativo a las actividades 
militares y paramilitares en y contra Nicaragua (Nicaragua contra los Estados Unidos de 
América), fallo del 27 de junio de 1986, [que] decidió que los Estados Unidos de América 
actuaron en perjuicio de la República de Nicaragua (http://www.icj-cij.org/homepage/sp/),” 
destacando en especial de dicho fallo internacional, lo resuelto “sobre el principio de no 
intervención.” Sobre este principio, además, la sentencia de la Sala hizo mención a “las 23 
resoluciones de la Asamblea General de Naciones Unidas, en las que solicitan con 
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aprobación de mayoría contundente de los países que la integran, el fin del bloqueo 
económico impuesto por Estados Unidos a la República de Cuba.” 

De todo el análisis efectuado de los diferentes instrumentos internacionales antes 
mencionados, tal y como se tratara – como en efecto se trató- de un dictamen jurídico de un 
órgano ejecutivo a cargo de la conducción de las relaciones exteriores de la República – la 
Sala se refirió a “los principios que orientan las relaciones internacionales tales como la 
independencia, igualdad entre los Estados, libre determinación y no intervención en sus 
asuntos internos, solución pacífica de los conflictos internacionales, cooperación, respeto 
de los derechos humanos y solidaridad entre los pueblos en la lucha por su emancipación y 
el bienestar de la humanidad,” concluyendo la Sala, sin más, “que el instrumento dado a 
conocer como “ley para la defensa de los derechos humanos y la sociedad civil en 
Venezuela 2014”, vulnera precisamente los axiomas básicos del Derecho Internacional,” y 
“viola el principio de igualdad soberana entre los Estados, según el cual estos poseen, en el 
plano jurídico internacional, los mismos deberes y derechos.” De todo ello, consideró la 
Sala, en consecuencia, que:  

“el acto legislativo extranjero referido por la parte solicitante, además de 
representar un abierto quebrantamiento de la aludida prohibición al constituir una 
intervención en asuntos de la jurisdicción interna del Estado venezolano, 
principalmente carece de validez y efectividad en tanto los Estados Unidos de 
América no tienen jurisdicción alguna para sancionar y promulgar actos de faz legal 
con aplicación en la República Bolivariana de Venezuela. En tal virtud, encuentra 
esta Sala Constitucional que es absolutamente nula la ubicación o existencia en el 
plano jurídico para la República Bolivariana de Venezuela y sus nacionales, del acto 
o documento extranjero aludido en la solicitud presentada ante esta Máxima 
Instancia de la Jurisdicción Constitucional.” 

Finalizó su argumentación la Sala, transcribiendo los diversos Comunicados de 
organizaciones internacionales en apoyo del Estado de Venezuela, como los emitidos por la 
Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América – Tratado de Comercio de los 
Pueblos (ALBA-TCP) (10-2-2015); la Comunidad de Estados Latinoamericanos y 
Caribeños (CELAC), la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR), y el Movimiento 
de Países No Alineados (MNOAL), considerando que esas manifestaciones “constituyen el 
testimonio de la solidaridad entre los pueblos que profesan volitivamente el respeto al 
Derecho, y que luchan por alcanzar el bienestar general, ajenos a cualquier intento de 
dominación o neocolonialismo.” 

En el resto de la parte motiva de la “sentencia,” la Sala reiteró repetidamente las 
mismas apreciaciones sobre los principios de soberanía, independencia, igualdad y no 
intervención, refiriéndose además a los principios de seguridad de a Nación, y a que 
“resulta injustificable e inaceptable que un país procure legislar y sancionar fuera de las 
fronteras del mismo;” a las “repudiables actuaciones injerencistas” que  se hacen en nombre 
de la ley extranjera; a que “ningún otro Estado tiene potestad para imponerle al pueblo 
venezolano ordenamiento jurídico o establecerle una forma de pensar y autodeterminarse 
política, jurídica y socialmente en general;” a que “la actuación unilateral que aquí se 
objeta, tiene como írrito propósito alterar la forma política del pueblo y del Estado 
venezolano;” y en fin, a que por su rol de “máximo y último garante jurisdiccional del 
orden constitucional y de los derechos” de los venezolanos,  “tiene el deber fundamental de 
tutelar la voluntad del Pueblo y condenar cualquier acción que atente contra ellos, en este 
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caso, las acciones injerencistas del Congreso y del Ejecutivo estadounidense, que con ellas 
han llevado a esas instituciones por el camino de la antijuridicidad y la ilegitimidad, para 
deshonra del pueblo al cual se deben.” 

Todo ello siguiendo parcialmente lo argumentado contradictoriamente por el 
Viceprocurador solicitante del pronunciamiento de la Sala Constitucional, quien en su 
“demanda,” , por una parte expresó que “la mencionada Ley extranjera se inmiscuye en 
asuntos internos de la República;” y por la otra fue reiterativo en considerar que la 
mencionada Ley extranjera: “no tiene efecto jurídico alguno en la República Bolivariana 
de Venezuela, ni en ningún otro país del mundo;” y “ no modifica aspectos del 
ordenamiento jurídico nacional.” 

IV. LA “SENTENCIA INTERPRETATIVA” QUE NADA INTERPRE TÓ Y MÁS 
BIEN, SE CONFIGURÓ COMO UNA MANIFESTACIÓN POLÏTICA DEL 
ESTADO QUE SOLO PODÍA EMANAR DEL PODER EJECUTIVO  
De todo lo expuesto a lo largo de la parte motiva de la sentencia, ninguna línea ni 

párrafo de la misma lo destinó la Sala a considerar posibles ambigüedades o carencias de 
los artículos 1, 5 y 322 de la Constitución, que ameritasen ser interpretados; ni ejercicio 
alguno de interpretación de dichas normas, siendo su contenido pura y simplemente, un 
pronunciamiento del Estado venezolano en materia de relaciones internacionales que 
constitucionalmente sólo el Poder Ejecutivo podía hacer.  

Por ello, la apreciación final de la Sala Constitucional sobre “la manifiesta ilegitimidad, 
nacional e internacional, de la “ley para la defensa de los derechos humanos y la sociedad 
civil en Venezuela 2014”, y de las acciones emprendidas por los Estados Unidos de 
América en contra del Estado venezolano,” las cuales consideró como  una “circunstancia 
generadora de responsabilidad interna e internacional de ese Estado y las autoridades 
respectivas, ante su pueblo y ante la Comunidad de Naciones,” generando, esos “hechos 
ilícitos internacionales,” entre otros, los siguientes “derechos del Estado objeto de 
perjuicios”: 

“(1) denunciar y exigir el cese de la conducta ilícita, (2) exigir las debidas garantías de 
que las mismas no se repetirán, (3) ver reparada plenamente la lesión, sea mediante la 
restitución, la indemnización o la satisfacción, y (4) exhortar a los demás países y a la 
comunidad internacional, para que coadyuven a tutelar esos derechos, en virtud, entre 
otros, de los principios de solidaridad y reciprocidad, justicia y paz internacional.” 

Con base en todo ello, la sentencia-dictamen, en lugar de interpretar los artículos 1, 5 y 
322 de la Constitución, que era lo que se la había solicitado por el Viceprocurador General 
de la República, lo que hizo fue concluir con el siguiente pronunciamiento, como si se 
tratase de una Nota diplomática o de un Comunicado del Ministerio de Relaciones 
Exteriores: 

“1. Que los Estados Unidos de América no tienen jurisdicción alguna, de ninguna 
intensidad, forma o atributo, para sancionar y promulgar actos de faz legal con 
aplicación en la República Bolivariana de Venezuela, siendo que el documento 
identificado como “ley para la defensa de los derechos humanos y la sociedad civil en 
Venezuela 2014”, carece de validez y efectividad y es absolutamente nula su ubicación 
o existencia en el plano jurídico para la República Bolivariana de Venezuela y sus 
nacionales. 
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2. Que la “ley para la defensa de los derechos humanos y la sociedad civil en 
Venezuela 2014”, así como otras acciones emprendidas por los Estados Unidos de 
América, en contra de la República Bolivariana de Venezuela, del Estado venezolano y 
del Pueblo venezolano, no sólo vulneran todas las fuentes del Derecho Internacional 
(principios, jurisprudencia, costumbres y tratados y otros instrumentos internacionales), 
sino que adversan los más emblemáticos criterios jurídicos y éticos de la humanidad, 
además de quebrantar normas, valores, principios, derechos y garantías tanto del 
Derecho interno de la República Bolivariana de Venezuela, como, probablemente, del 
propio Derecho interno de aquel Estado que ha desplegado estas írritas y lamentables 
acciones de agresión. 

3. Que esas acciones injerencistas generan responsabilidad internacional para los 
Estados Unidos de América y para las autoridades respectivas que las han desplegado o 
han ayudado a desplegarlas; incluso, pudieran generar responsabilidad jurídica ante su 
pueblo y ante el orden interno de la República Bolivariana de Venezuela; razón por la 
que las autoridades venezolanas están legitimadas para encausar las investigaciones y 
los procesos correspondientes. 

4. Que la comisión de estos hechos antijurídicos generan, entre otros, los derechos del 
Estado objeto de perjuicios, a través de los medios que establece el orden internacional, 
(1) a denunciar y exigir el cese de la conducta ilícita, (2) a exigir las debidas garantías 
de que las mismas no se repetirán, (3) a ver reparada plenamente la lesión, sea 
mediante la restitución, la indemnización o la satisfacción, y (4) exhortar a los demás 
países y a la comunidad internacional, para que coadyuven a tutelar esos derechos, en 
virtud, entre otros, de los principios de solidaridad y reciprocidad, justicia y paz 
internacional.” 

Y nada más, salvo ordenar la remisión de copia de la sentencia a los otros Poderes 
Públicos, y su publicación en la Gaceta Oficial, con indicación de lo siguiente en el 
“sumario” respectivo: 

“Sentencia que declara que los Estados Unidos de América no tienen jurisdicción 
alguna, de ninguna intensidad, forma o atributo, para sancionar y promulgar actos de 
faz legal con aplicación en la República Bolivariana de Venezuela, siendo que el 
documento identificado como “ley para la defensa de los derechos humanos y la 
sociedad civil en Venezuela 2014”, carece de validez y efectividad y es absolutamente 
nula su ubicación o existencia en el plano jurídico para la República Bolivariana de 
Venezuela y sus nacionales.” 9 

Basta leer estas resoluciones de la Sala Constitucional para constatar la inversión o 
confusión de roles que con ella se han producido en el Estado Totalitario que existe en 
Venezuela, caracterizado por un sistema de concentración y unicidad del Poder Público, en 
sustitución de la separación de Poderes, de manera que la condena razonada del Estado 

                                                 
9   Si se hubiese tratado de una sentencia interpretativa, el texto ïnformativo para el “Sumario” de la Gaceta 

Oficial debió haber sido el que sin embargo está en el “portal” de Internet del Tribunal Supremo 
(http://www.tsj.gob.ve/decisiones#1) al informar sobre el Expediente No. 15-0142 y sobre la sentencia 
No. 100, que tiene el siguiente texto: “Se interpretan los artículos 1,5 y 322. de la Constitución 
Nacional,” lo que evidentemente es falso y contradice el verdadero contenido de la sentencia que es el 
que precisamente su mismo texto se ordena anunciar en la Gaceta Oficial. 
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venezolano respecto de las acciones de un Estado extranjero que se consideran lesivas a la 
República, no se emite por el Poder Ejecutivo sino por el Poder Judicial. 10 

Con la sentencia, la Sala no sólo cumplió como supuesto órgano dependiente, la orden 
que le dio el Presidente de la República de emitir un dictamen en el cual se condenara la 
sanción por el Senado de los Estados Unidos de América de la “Ley del 2014 para la 
Defensa de los Derechos Humanos y la Sociedad Civil de Venezuela,” y las actividades 
desplegadas por el Poder Ejecutivo de ese país en ejecución de la misma, lo que conforme a 
la Constitución es una competencia que sólo puede ejercida por el propio Poder Ejecutivo; 
sino que al prestarse para esta maniobra, violó su propia competencia en materia del 
recurso de interpretación constitucional, al dictar una sentencia-dictámen en la cual nada se 
interpreta respecto de los artículos 1, 5 y 322 de la Constitución, como supuestamente se le 
había “solicitado,” y que por su claridad, nada contenían que pudiera ser objeto de 
interpretación. 

Nueva York, 21 de febrero de 2015 

                                                 
10  Por ello, incluso, el propio titular del diario El Universal del día 20 de febrero de 2015, donde se recoge 

la rueda de prensa dada por la Presidenta del Tribunal Supremo, anunciando la sentencia, que indica: 
“TSJ rechazó sanciones de EEUU por vulnerar el derecho internacional,” expresando la reseña del 
periodista  Víctor la Cruz que: “La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia (TSJ) condenó 
las acciones injerencistas del Congreso y del ejecutivo de Estados Unidos (EEUU), por las sanciones que 
impusiera ese país a algunos funcionarios venezolanos, por su presunta participación en violación de 
derechos humanos.” Véase en: http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/150220/tsj-rechazo-
sanciones-de-eeuu-por-vulnerar-el-derecho-internacional   

 se  


